Caso 1
La explotación agrícola Establecimiento “Doña Rosa” se dedica a la cría de ganado bovino, se encuentra situada en la localidad de  Trelnel en la provincia de La Pampa, la que pertenecía al Sr. Javier Duvois, quien falleció hace dos años, y antes de morir nombró como heredero universal a su sobrino Juan Manual Herrero, quien hoy tiene 11 años de edad y el dominio en el registro.
El niño vive con sus padres en CABA, y su progenitor, el Sr. Oscar Herrero, se encarga de administrar la explotación agropecuaria heredada, además de desempeñarse como médico traumatólogo, bajo relación de dependencia.
Ante esta situación consulta a su hermano el Contador Público Jorge Herrero, los impuestos en que debería inscribirse aconsejando el alta en Ganancias, IVA y Bienes Personales.
El Sr. Oscar Herrero siguiendo el asesoramiento recibido, solicita el alta en dichos impuestos, presentando las declaraciones juradas del PF 2019 en las cuales incluyó las rentas y bienes provenientes de la actividad descripta.
¿Quién es el sujeto pasivo de la obligación tributaria? 
¿Qué tipo de responsabilidad tiene el Sr Herrero (Padre)?
 ¿Es correcto el asesoramiento brindado por el profesional al Sr, Herrero (Padre)?

¿El niño percibe rentas agropecuarias desde el PF 2017, incurrió en fraude fiscal?
Caso 2
El Sr Julio Silva es despachante de aduana de la empresa Carlomagno SA, con domicilio fiscal en calle Sarmiento 931 CABA y el domicilio de la fábrica en Tres cerros 285 Tigre, Pcia de Buenos Aires la cual se dedica a la fabricación y venta de autopartes.  A tal efecto importa pistones y engranajes desde China para la fabricación de piezas de motor para distintas terminales automotrices en nuestro país. 

En marzo de 2019, la empresa decide importar una partida de pistones los cuales a esa fecha contaban con “derechos específicos” para tal mercadería, lo que significa un incremento muy considerable en el costo de dicha mercadería.

Como consecuencia de ello el gerente de comercio exterior de la empresa le ordena a Julio Silva, en su carácter de despachante de aduana efectuar un cambio de posición arancelaria a la hora de despachar la mercadería, con el fin de no ser alcanzado por tales derechos de importación.

Julio Silva consideró que tal situación no constituía un delito, ya que el exhibía la mercadería al control aduanero, tanto en el momento de despacho a plaza como así también estaría disponible la información para una fiscalización ex post del organismo fiscal.

¿Qué responsabilidad le cabe al sujeto importador?

¿Quién incurrió en fraude fiscal, el despachante de aduana, la empresa importadora o ambos?
Jurisprudencia de Apoyo
Dictamen 20/94 Dirección de Asesoría Legal  -  18/2/94.

I. Dirección de Zona ... consulta la situación planteada en distintas Agencias dependientes de esa Dirección de Zona con respecto a la inscripción en el Impuesto a las Ganancias de menores de edad por su desempeño en actividades sin relación de dependencia (publicidad, actuación en televisión, etcétera).

Señala en el informe que "procedería otorgar la inscripción al menor de edad, debiendo ésta ser solicitada por su representante legal, quien será el responsable del cumplimiento de las obligaciones tributarias correspondientes a la inscripción".

II. El artículo 16 de la ley ritual reza: "Están obligados a pagar el tributo al fisco, con los recursos que administran, perciben o que disponen, como responsables de la deuda tributaria de sus representados ... en la forma y oportunidad que rijan para aquéllos o que especialmente se fijen para tales responsables bajo pena de las sanciones de esta ley: inciso b) Los padres, tutores, y curadores de los incapaces; ..."

Por su parte, y con relación específica al tema en consulta, el artículo 31 del Impuesto a las Ganancias dispone: "Las ganancias de los menores de edad deberán ser declaradas por las personas que tengan el usufructo de las mismas. A tal efecto, las ganancias del menor se adicionarán a las propias del usufructuario".

En tanto el artículo 2º del Decreto Reglamentario de la citada ley dice: "Están también obligados a presentar declaraciones juradas en los formularios oficiales y cuando corresponda, a ingresar el impuesto en forma establecida por este reglamento: ... inciso c) Los padres en representación de sus hijos menores, cuando éstos deben declarar las ganancias como propias, y los tutores y curadores en representación de sus pupilos; ..."

A la luz de las normas parcialmente transcriptas puede realizarse la siguiente distinción:
a) Menores que posean bienes, cuyo usufructo lo tienen los padres: en este caso los padres deberán adicionar en su declaración jurada -como propias- las ganancias de sus hijos menores. En dicho supuesto no sería necesario que el menor obtenga la C.U.I.T.

b) Menores bajo tutela: a diferencia de lo que ocurre en el caso anterior, la ley impositiva nada dice al respecto. El tutor no tiene el usufructo de los bienes del menor de edad, sino se limita a administrarlos (artículo 411, Código Civil), debiendo presentar la declaración jurada en nombre del incapaz, y pagar los impuestos que este adeude, siendo necesario otorgarle la C. U. I. T., que será solicitada por el representante legal. (conf. con Giuliani Fonrouqe - S. C. Navarrine, Impuesto a las Ganancias, Editorial Depalma, 1980, página 344).

c) Menores que trabajan: "En el caso de trabajar y tener un sueldo, éste debe ser declarado por el menor, del mismo modo él ha de ser contribuyente por rentas derivadas de los bienes recibidos por herencia en los casos en que existiera inhabilidad de los padres para ser herederos o mediando la condición expresa de que el usufructo no lo tengan ellos; en los casos mencionados es el menor y no sus padres, usufructuario de tales bienes (artículos 287, 288 y 289 del Código Civil) ..." (conf. Reig, Enrique, Impuesto a las Ganancias, Ediciones Macchi, 1992, páginas 193 y 194).

En efecto, en estos supuestos es el menor quien se encuentra habilitado para requerir la inscripción ante esta Dirección General Impositiva, otorgándosele la C.U.I.T., la cual deberá ser solicitada por su representante legal.

CARLOS WILLAMS SOSA - a/c Dirección de Asesoría Legal Tributaria
Bertinetti, Daniel Edgardo s/apelación. Tribunal Fiscal de la Nación, Sala B del 12/09/2017

I. - Que, la actora interpone sendos recursos de apelación contra las Resoluciones Nos. 147/08 y 146/08 (DV RRSF), de fecha 8 de septiembre de 2008, emanadas de la División Revisión y Recursos de la Dirección Regional Santa Fe de la AFIP-DGI.

En virtud de la Resolución N° 147/08, se determinó un saldo a favor de la AFIP de $100.465,47 en concepto de Impuesto a las Ganancias, por el período fiscal 2005, y la suma de $61.434,63 con respecto a intereses resarcitorios, mientras que la Resolución N° 146/08 se refiere a la determinación de oficio en el Impuesto al Valor Agregado, período fiscal 10/2004 a 06/2005 por $115.063,65 e intereses resarcitorios liquidados que ascienden a $81.627,96.

Resulta necesario mencionar que las resoluciones apeladas reconocen su origen en las determinaciones de oficio Nros. 112/08 y 111/08 (DV RRSF) de fecha 11 de Julio de 2008, dado que el deudor principal del tributo (“Establecimiento Chico B S.A.”), no cumplió con el pago de las obligaciones intimadas en los artículos 3º y 4º de dichas resoluciones.

Por ello, se resolvió determinar de oficio la responsabilidad solidaria del Sr. Daniel Edgardo Bertinetti, que revestía el carácter de presidente del Directorio de dicha sociedad al momento en que se generaron las obligaciones tributarias en cuestión.

En primer lugar, la actora manifiesta que la documentación que acredita el giro comercial de la empresa y la situación fiscal ajustada a la normativa vigente, ha sido imposible de entregar por un ilícito (robo) sufrido, según denuncia policial formulada en fecha 29 de marzo de 2007.

Admite el recurrente que manejó aspectos relativos a la administración y sus fondos, y ejerció la representación legal de la sociedad en los períodos fiscalizados, así como también firmó los distintos requerimientos de la AFIP, mas ello no significa en absoluto que las decisiones y manejo de fondos fuera exclusivamente realizado por su persona y que, si hubiese sido de esa manera, se habría desvirtuado el régimen societario.

Destaca que todas las decisiones importantes, que excedían el límite de la cotidianeidad, se tomaron siempre en conjunto, en algunos casos asentados en las reuniones de directorio (actas que no puede aportar por el ilícito sufrido y denunciado el 29 de Marzo de 2007) y otras veces simplemente en reuniones verbales. 
Considera que por esa simple razón, no corresponde que se le impute íntegramente la responsabilidad que se pretende en las resoluciones apeladas.

Por todo lo expuesto, solicita se revoquen las Resoluciones N° 147/08 y 146/08 (DV RRSF).

II. - Que, el Fisco Nacional contesta los recursos interpuestos por la recurrente.

Manifiesta que no ha sido arrimado a las presentes actuaciones elemento probatorio alguno, limitándose la actora a decir que se vio en la imposibilidad de aportar los medios de prueba por haber sufrido un ilícito.

Alega que de haberse comprobado el supuesto ilícito sufrido por el apelante, ello no lo hubiera eximido de acreditar la operatoria invocada, ya que existen otros medios de prueba ante la carencia de documental en poder del contribuyente aptos para demostrar la capacidad prestable de la acreedora, la entrada y salida de fondos, la aplicación dada al dinero percibido, etc.

Señala que contrariamente a lo dicho por el contribuyente, el Fisco Nacional no hubiera necesitado recurrir a más “fundamentos de cargos” puesto que los recabados son más que suficientes para cuestionar el pasivo exteriorizado por la sociedad que representa el apelante. Agrega, que de haberse probado el robo invocado, ello no hubiera sido óbice para que la fiscalización determine de oficio la materia imponible ante la falta de prueba aportada por la recurrente.

Concluye que la atribución de responsabilidad al Sr. Bertinetti resulta a todas luces procedente, de acuerdo con la legislación vigente, por lo que solicita a este Tribunal confirme las resoluciones apeladas, con expresa imposición de costas a la actora.

En cuanto a los intereses intimados en las resoluciones apeladas, señala que la actora no expresó agravio alguno en relación a los mismos, por lo que cabe tenerlos por consentidos. Finalmente, hace reserva del caso federal.

III. - Que, a fs. 93, el Tribunal en Pleno resolvió acumular el expediente N° 32.512-I al que lleva el N° 32.511-I, en razón de la existencia de premisas de hechos comunes y conexidad requeridas por el artículo 8 del Reglamento de Procedimiento.

Con fecha 9 de Septiembre de 2010, se resolvió hacer lugar a la prueba informativa ofrecida por la actora, abriendo el período probatorio por el término de sesenta (60) días.

Que, a fs. 106, atento al tiempo transcurrido desde la notificación del auto de apertura a prueba y la inactividad de la recurrente dentro de ese plazo, se declaró la clausura del período probatorio, dando por decaído el derecho de producir la prueba informativa ofrecida.

A fs. 133 se elevan los autos a consideración de la Sala “B”, la que de inmediato los llamó para sentencia.

IV. - Que, corresponde a este Tribunal entrar a analizar la causa de acuerdo con los términos en que ha quedado trabada la litis.

Ante todo cabe advertir que las presentes actuaciones se relacionan con el ajuste realizado a “Establecimiento Chico B S.A." originado a su elevado nivel de endeudamiento respecto de las compras del ejercicio. Asimismo, la fiscalización revisó las “cuentas particulares de los socios”, en atención a que los mismos no presentan declaraciones juradas en el Impuesto a las Ganancias.

Según acta labrada a fs. 1/3 del 3º cuerpo de los antecedentes administrativos, los socios de la firma son Bertinetti Daniel (presidente del directorio), su esposa Raimondi Ofelia Nivia y la Sra. Pellegrina Graciela B., madre de Bertinetti.

Tal como surge de los antecedentes administrativos, la auditoría tributaria requirió a dicha firma por el período 2005 (7/2004 a 6/2005) los comprobantes de compras, ventas y gastos, registros contables, documentación respaldatoria de las deudas comerciales, mayor de las “cuentas particulares de los socios” y copia de los Estados Contables.

Además, fue solicitado el respaldo documental de las deudas con el Sr. Bertinetti Conrado (familiar de la contribuyente) por $272.908,30 y con Orcosur, distribuidora mayorista de productos alimenticios, de Valentina Romana Valdez por $244.000. (ver fs. 1/3 del Cuerpo 1 de los A/A).

Asimismo, no se admitió el pasivo exteriorizado que tenía con la empresa de la Sra. Valdez en atención a que la misma, tenía baja provisoria en el IVA a partir de 4/2006; nunca efectuó presentaciones de declaraciones juradas, no efectuó pago alguno, no posee bienes registrables y no se localizó en las bases informáticas de la AFIP. Tampoco aportó la contribuyente las pruebas suficientes para respaldar dicho pasivo, ya que el boleto de compraventa con el que pretendía respaldar tal operatoria resultaba inadmisible. En definitiva, entendió que carecería de capacidad financiera y de consumo. Además, argumentó que no efectuó el pago de la operación mediante los medios de pago prescriptos por la ley 25.345.

Con fecha 19/09/2007 se amplió la fiscalización al Impuesto al Valor Agregado, teniendo en cuenta la ausencia de documentación que amparaba la celebración de las operaciones comerciales de la firma, y en particular el cómputo de los créditos fiscales.

Por lo expuesto, se desprende que los ajustes de inspección se originaron por incremento patrimonial no justificado, en ausencia de documental que respaldase los pasivos declarados al cierre del ejercicio y el desconocimiento de créditos fiscales como consecuencia de falta de comprobantes de compras que avalen su cómputo.

Además, visto los montos resultantes de la verificación y teniendo en cuenta que la empresa no posía bienes registrables, la fiscalización solicitó medidas cautelares en cabeza del presidente del directorio, el Sr. Bertinetti Daniel, en carácter de responsable solidario de la firma, a fin de resguardar el interés fiscal.

En cumplimiento a una medida para mejor proveer, el Fisco Nacional informó a este Tribunal que la firma Establecimiento Chico B S.A. se encuentra inhibida, sin haber regularizado la deuda impositiva cuestionada y que no existe ingreso de pago alguno (ver fs. 125 de autos).

V. - Que, en ese contexto, corresponde a este Tribunal en primer lugar, analizar la procedencia de la extensión de responsabilidad del Sr. Daniel Bertinetti por el incumplimiento de Establecimiento Chico B S.A. en el pago de sus deudas tributarias.

El artículo 8° de la Ley 11.683 (t.o. 1998 y sus modif.) establece que: "responden con sus bienes propios y solidariamente con los deudores del tributo y, si los hubiere, con otros responsables del mismo gravamen, sin perjuicio de las sanciones correspondientes a las infracciones cometidas: a) todos los responsables enumerados en los primeros 5 (cinco) incisos del artículo 6º cuando, por incumplimiento de sus deberes tributarios, no abonaran oportunamente el debido tributo, si los deudores no cumplen la intimación administrativa de pago para regularizar su situación fiscal dentro del plazo fijado por el segundo párrafo del artículo 17...".

VI. Que, en este orden de ideas, debe señalarse que con fecha 23/08/2012 este Tribunal requirió a las partes para que informen si las determinaciones de oficio practicadas a la firma Establecimiento Chico B S.A. se encontraban apeladas y si la referida sociedad se encuentra en actividad.

A fs. 113, el Fisco Nacional manifestó que dicha sociedad poseía clave inactiva y que no surgía la existencia de recursos de apelación interpuestos, cabiendo destacar que la parte actora no respondió dicho requerimiento. Con posterioridad la representación fiscal aclaró que las Resoluciones N°111/08 y N° 112/08 correspondientes a Establecimiento Chico B SA fueron notificadas el 8 de Agosto de 2008, contra las cuales el deudor principal interpuso sendos recursos de reconsideración (artículo 76 inc. a) de la ley de rito), los que fueron resueltos mediante Resoluciones N° 345 y N° 346 (DRSF) el 16 de Septiembre de 2008 y notificadas el 9 de Octubre de 2008, encontrándose firmes (verfs. 121 de autos).

En cuanto al artículo transcripto ut supra, la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene dicho en el caso “Bozzano, Raúl José (TF 33.056-I) el DGI” de fecha 11/02/2014 que: “...la norma transcripta no requiere el carácter firme del acto de determinación del tributo al deudor principal, sino únicamente que se haya cursado a éste la intimación administrativa de pago y que haya transcurrido el plazo de quince días previsto en el segundo párrafo del art. 17 sin que tal intimación haya sido cumplida. La conclusión expuesta resulta acorde con la doctrina establecida por el Tribunal en el precedente “Brutti” (Fallos: 327:769). En efecto, allí se señaló que la resolución mediante la cual se hace efectiva la responsabilidad solidaria sólo puede ser dictada por el organismo recaudador “una vez vencido el plazo de la intimación de pago cursada al deudor principal. Sólo a su expiración podrá tenerse por configurado el incumplimiento del deudor principal, que habilita -en forma subsidiaria- la extensión de la responsabilidad a los demás responsables por deuda ajena”.

En tales condiciones, conforme el criterio sentado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el recaudo necesario para extender la responsabilidad solidaria se encuentra cumplido en el caso en examen, pues los actos administrativos por los que se determinó la obligación tributaria del principal (Establecimiento Chico B SA) fueron dictados el 11 de Julio 2008 y notificados a aquél el 8 de Agosto de 2008, sin que éste cumpliera con las intimaciones de pago, en tanto que la resoluciones referentes al responsable solidario (Sr. Bertinetti) se dictaron el 08 de Septiembre de 2008, vencido el plazo otorgado al deudor principal.

VII.- Que, sentado ello, corresponde ahora analizar los presupuestos fácticos y jurídicos que habilitan la responsabilidad solidaria del recurrente.

En ese sentido, corresponde al responsable aportar la prueba irrefutable y concluyente, apta y necesaria para desvirtuar el principio de responsabilidad e incumbencia que viene dado por la posesión del cargo y, de esa forma, permitir desarticular la responsabilidad solidaria imputada desde la óptica de su actuación concreta y específica en el seno de la sociedad, es decir, desde el plano de la imputación subjetiva.

En efecto, la carga probatoria de los aspectos o circunstancias en las cuales el presunto responsable solidario pretende hacer recaer las causales exonerativas de dicha responsabilidad, recae en el propio contribuyente, debido a que “así resulta también de la clara letra de la ley cuando en el art. 18 inc. a) de la Ley N° 11.683 ..." (se hace referencia al actual art. 8° del t.o. vigente)"... se establece que no existirá sin embargo, esta responsabilidad personal y solidaria, con respecto a quienes demuestren debidamente a la Dirección General que sus representados, mandantes, etc., los han colocado en la imposibilidad de cumplir correcta y oportunamente con sus deberes fiscales; esto es que el onus probandi se coloca en cabeza de quien pretende eximirse de responsabilidad, como lo intentó sin éxito la recurrente.” (cfr. “COLLEP ANZULOVIC DE ARIAS MILEVA ISABEL S/RECURSO DE APELACION - IVA, Tribunal Fiscal de la Nación, Sala B sentencia del 1998/02/06”)

VIII.- Que las manifestaciones del Sr. Bertinetti no llegan a constituir una crítica concreta y razonada de las resoluciones que dice causarle agravio, limitándose a señalar que la admisión de la denuncia de robo de documentación por parte del Fisco ameritaría que se dejen sin efecto las determinaciones de oficio, tanto en lo que hace a la deuda determinada en cabeza del principal, como en lo relativo a la determinación de su responsabilidad solidaria.

El carácter formal de responsable solidario se encuentra probado con la copia del Estatuto de la empresa, del cual se desprende que el Sr. Bertinetti Daniel E. era el presidente del Directorio de la firma. Asimismo, tal investidura surge del Formulario de inscripción de la sociedad ante el Fisco Nacional y en acta constitutiva de la sociedad -cuya copia fue solicitada por la fiscalización al Distrito Gálvez-, El carácter sustancial de su responsabilidad solidaria surge del acta labrada por la fiscalización con el Sr. Bertinetti con fecha 19/09/2007 donde manifiesta que las decisiones de la empresa las tomaba él mismo (ver Acta N° 010- 035297 del 19/09/07 fs. 1/3; Acta Constitutiva de la S.A. fs. 7/7vta. y F. 460/j AFIP fs. 4/4vta., todos ellos agregados en el “Cuerpo De Responsabilidad Solidaria" de los antecedentes administrativos).

La prueba adjunta resulta adversa a las pretensiones de la actora. En el certificado policial de robo se observa que con fecha 29/03/2007 se iniciaron actuaciones sobre robo, a raíz de la denuncia radicada por el Sr. Daniel Bertinetti, donde resultara damnificado. De dicha denuncia no se vislumbra que la empresa bajo fiscalización “Establecimiento Chico B SA” haya sido víctima de robo, sino que expresamente se lo identifica como damnificado al Sr. Bertinetti, quien es el presidente de la firma. Tampoco se aporta un detalle de lo robado, con lo cual no se puede inferir que la documentación contable y comercial de la empresa haya sido objeto del robo sufrido (ver certificado de denuncia, obrante a fs. 22 de las actuaciones).

Por otro lado, según se desprende de las constancias obrantes en las actuaciones administrativas de la sociedad verificada (ver Acta Constitutiva, fs. 5/ 8 del 3° Cpo. de los AJA), el Sr. Daniel Edgardo Bertinetti revestía el carácter de Presidente del Directorio de dicha sociedad; al momento en que se generaron las obligaciones tributarias citadas precedentemente tuvo a su cargo el manejo y administración de los fondos sociales, hecho que él tampoco niega.

En definitiva, conforme surge de los antecedentes mencionados, resulta que la actora: a) Era el Presidente del Directorio de la firma Establecimiento Chico B SA. b) Poseía los manejos relativos a la administración y representación amplia, según contrato social en sus cláusulas 9 y 11, c) Ejercía la representación legal de la sociedad, d) Fue quien contestó requerimientos mediante multinotas a la AFIP en el transcurso de la fiscalización, suscribiendo actas de constatación, información, etc., e) Es quien declaró mediante acta haber efectuado el manejo de los fondos y la toma de decisiones de la firma.

Por lo tanto, ha quedado demostrado el carácter de presidente del directorio de la sociedad que ostentaba el Sr. Bertinetti en el período fiscalizado, de lo que se deduce que ha desempeñado las funciones inherentes al cargo, sin que haya aportado pruebas tendientes a demostrar haberse encontrado en imposibilidad de cumplir correcta y oportunamente con sus deberes fiscales.

En función de lo expuesto cabe concluir que en el presente caso se ha configurado el elemento subjetivo requerido por la ley procedimental, por lo que resulta ajustada a derecho la atribución de la responsabilidad solidaria en el Sr. Bertinetti, como presidente del Directorio de la sociedad.

IX.- Que, finalmente, no habiendo agravios concretos en relación a los intereses resarcitorios sólo cabe su confirmación, recordándose que los mismos constituyen una indemnización debida al Fisco como resarcimiento por la mora en que ha incurrido el contribuyente o responsable en la cancelación de sus obligaciones tributarias (cfr. CSJN, Citibank NA el DGI, 01/06/2000).

Por ello, SE RESUELVE: Confirmar las resoluciones apeladas en autos, con costas.

Holgado, Alejandra Marcela c/DGA s/recurso de apelación . Tribunal Fiscal de la Nación, sala F del 04/11/2010

El Dr. Krause Murguiondo dijo:

I.- A fs. 18/26, Alejandra Marcela HOLGADO, por apoderado, interpone recurso de apelación contra la Resolución Fallo Nº 446/07 del Jefe de División de Aduana de Mendoza, dictada en el expte. SA38 Nº 489/02 de dicha aduana, en cuanto en la misma se la condenó, en su carácter de despachante de aduana y en forma solidaria con la firma importadora Central Importaciones S.A., al pago de una multa por infracción al art. 954, ap. 1, incs. a) y c) del C.A.- en sus arts. 1 y 2-(a la vez que se condenó a la firma importadora al pago de los tributos que gravan la importación para consumo de la mercadería en infracción -en el art. 3° de dicha resolución-), ello por diferencia de valor en la mercadería declarada en los ítem 41, 44 y 72 del D.I. Nº . Se refiere a los antecedentes de la cuestión, y en tal sentido señala que la aduana de Mendoza inició una denuncia por la infracción de los incs. a) y c) del art. 954, que fue ampliada por la aduana sosteniendo que los precios declarados en los ítems 41, 44 y 72 del D.I. N° ., registrado el 2/09/97, no concordaban con los usuales en los rubros observados a razón de un antecedente por cada precio declarado. También señala que al advertir que el despacho en cuestión había sido sometido a canal rojo de selectividad y al haber observado que algunos precios estaban por debajo de los promedios de los rangos de valor establecidos por la Resol. ANA N° 823/97, había gestionado y presentado, junto con el despacho, la correspondiente garantía en nombre del importador y a favor de la aduana por la diferencia. Sostiene que en atención a que no resultaba del sumario administrativo que el importador hubiera sido citado para dirimir la cuestión de valor, se presentó en dicho expediente al contestar la vista, solicitando el sobreseimiento por considerar que no estaba probada la materialidad de la infracción y, en caso de no considerarse ello así, por no resultar responsable en los términos del art. 1098 incs. a) y c) del C.A.. En primer lugar solicita que se declare la nulidad del art. 1° de la resolución apelada, por considerarla carente de causa, por cuanto el servicio aduanero tenía a su favor una garantía otorgada por la posible diferencia tributaria que pudiera resultar por divergencias de valor, y porque no hay motivos para sostener que su parte no cumplió con sus deberes para eximirse de sanción, conforme lo prescriben los arts. 902 y 908 del C.A.. Alega que no se realizó ningún "estudio de valor" que sustente la diferencia sostenida por la aduana. Afirma que la planilla que exhibe la aduana como fundamento del rechazo de los valores documentados en el caso carece de sustento comprobable, y que las mercaderías comparadas para establecer la diferencia de precio (en las impresiones de pantalla extraídas del NOSIS por la División Fiscalización de Operaciones Aduaneras) son similares pero no idénticas a las del despacho en trato. Afirma, que la determinación se hizo en transgresión al art. 241 del C.A.. Agrega que no se ha demostrado ni un precio corriente del mercado, ni tampoco que haya existido otro precio de la mercadería distinto al declarado, sino que se analizaron precios aislados de mercaderías que poco o nada tienen que ver con las importadas en el caso. Sostiene que la valoración está a cargo de la aduana y que no existe ninguna normativa que le imponga ese deber al despachante. Al respecto señala que su parte ha cumplido con todos los deberes que le competen. Cita jurisprudencia. Ofrece prueba. Hace reserva del caso federal. Solicita se "anule" el art. 1° de la resolución apelada y en subsidio se revoque dicha resolución.

II.- A fs. 37/45 vta. la representante fiscal acompaña el expte. SA38 Nº 489/2002 (act. adm. antecedentes de esta causa) y contesta el traslado del recurso. Se refiere brevemente a los trámites de las act. adm. antecedentes y formula una negativa genérica respecto de las afirmaciones de la actora que no son objeto de especial reconocimiento en el responde. Solicita el rechazo al planteo de nulidad efectuado por la actora, afirma que sí existió causa y que la misma está expresamente mencionada en la resolución en recurso. Efectúa una serie de consideraciones acerca de la infracción del art. 954. Formula también consideraciones sobre el principio de veracidad y exactitud de las declaraciones aduaneras como bien jurídicamente tutelado en casos como el de autos (ello con una cita jurisprudencial). Afirma que el servicio aduanero constató una declaración que difiere con los valores existentes en el marco de la realidad, produciéndose un perjuicio fiscal tipificado en el art. 954 del C.A., toda vez que se pagaron menos tributos de los que correspondían. Hace referencia al sistema de valoración previsto en el Acuerdo Relativo a la aplicación del Artículo VII del G.A.T.T.. Afirma que el rechazo del valor de la mercadería declarado por parte de la aduana se encuentra sustentado en la investigación de valor llevada a cabo por el área técnica, y que de los antecedentes de valor existentes respecto de la mercadería idéntica o similar a la cuestionada, se puede apreciar de manera notoria que los valores documentados se encuentran anormalmente disminuídos (considerando diferencias de porcentajes y montos allí determinados), por lo que concluye que los precios declarados resultan viles, absurdos e irrisorios . Agrega, asimismo, que la firma importadora no aportó explicaciones técnicas, económicas, de mercado o de algún tipo respecto de las diferencias observadas. En cuanto a las obligaciones del despachante, sostiene que el mismo no sólo actúa como mandatario del exportador/importador sino que también es un profesional que se desempeña como auxiliar del servicio aduanero en el tráfico de importación y exportación de mercadería. Efectúa una serie de consideraciones acerca de la función del despachante de aduanas. En tal sentido, señala que la actora debió advertir que los precios que documentaba no respondían al verdadero valor de transacción, ya que conforme a sus conocimientos técnicos, tiene el deber de indagar acerca de la veracidad o exactitud de los precios que el importador pretende declarar. Cita jurisprudencia. En relación al argumento sostenido por la actora acerca de que no existió estudio de valor, cita la normativa prevista en el Anexo B17 de la Disposición 633/99 AFIP, punto 1), que faculta a la Sección Fiscalización y Valoración de Importación a "entender en la revisión ex-post de destinaciones de importación y de toda otra documentación mediante la cual hayan tramitado importaciones por ante las aduanas de su jurisdicción, controlando la declaración comprometida y el valor de las mercaderías, de conformidad con las disposiciones legales aplicables", argumentando que fueron efectuadas las tareas legalmente encomendadas. Hace reserva del caso federal. Solicita se confirme el fallo apelado.

III.- A fs. 47 se abre la causa a prueba ordenándose el libramiento de un oficio a la aduana de Mendoza con el fin de que remita el D.I. N° ., oficializado el 18/06/97 por el importador "Importaciones Alameda S.A." y ofrecido como antecedente por la actora, que resulta contestado a fs. 69/73. A fs. 79/192 obran agregadas copias certificadas del D.I. . A fs. 200 se clausura el período de prueba. A fs. 203 se elevan los autos a la Sala "F" y se ponen para alegar, obrando el alegato del Fisco a fs. 206 y vta., y el alegato de la actora a fs. 207/208. A fs. 210 se ponen los autos a sentencia.

IV.- Según resulta de las constancias del expte. SA38 Nº 489/02 (act. adm. antecedentes de esta causa), la actora, en su carácter de despachante de aduana, documentó, para la firma importadora CENTRAL IMPORTACIONES y mediante el D.I. Nº . registrado ante la aduana de Mendoza el 2/09/97, diversos productos originarios del sudeste asiático (principalmente, China, Hong Kong, Taiwan, Indonesia y Thailandia) y procedentes de Chile. En cuanto aquí interesa, documentó en el ítem 41: una partida de 170 unidades de "máquinas de coser domésticas" de la P.A. (NCM) ., por un valor FOB unitario de u$s 6,90, y un valor FOB total de u$s1173; en el ítem 44: una partida de 150 docenas de "baterías de pila", de la P.A. (NCM) ., por un valor unitario de u$s 0,20 y valor FOB total de u$s30; y en el ítem 72: una partida de 200 "relojes eléctricos despertadores los demás relojes", de la PA.. (NCM) ., por un valor FOB unitario de u$s 0.30 y FOB total de u$s60; y al amparo de la factura de reexpedición de zona franca de Iquique, expedida por el usuario Nuremberg S.A., en la que se consignó en el ítem 29, la partida de 170 máquinas de coser, Marca Butterfly Modelo: YG-88 Tipo: Eléctrica; en el ítem 28, las 150 docenas de baterías desechables, 1.5v, Marca: Vinnic, Modelo:UM4; y en el ítem 21, la partida de 200 relojes, indicándose que se trata de relojes de pared, sin marca, Modelo: 020 (conf. documentación del despacho obrante en el sobre del cuerpo II de las citadas act. adm.). Con posterioridad al libramiento de la mercadería, efectuado el 8.09.97, habiendo mediado canal rojo con motivo del "valor observado", la aduana de Mendoza formuló denuncia por diferencia de tributos como consecuencia de la desestimación del valor documentado como valor en aduana y la determinación por valores de antecedentes de mercaderías similares, respecto de los ítem 41, 44 y 72 del despacho en cuestión. A fs. 5 se aforó la mercadería y se liquidó la diferencia de tributos. A fs. 6 el jefe de la aduana de Mendoza dispuso "instruir sumario contencioso" imputándosele a la importadora y a la despachante (actora en estos autos) la infracción del art. 954 en sus incs. a) y c). A fs. 7 se dispuso correrles la vista del art. 1101 del C.A. a los imputados, ello en fecha 27/05/05, haciéndoles saber los importes de multa mínima y de diferencia de tributos. A fs. 10 obra constancia de la notificación a la despachante de aduana, en fecha 23/06/05, la que fue contestada a fs. 13 y vta.. A fs. 12 y 18/20 obra constancia de la frustrada notificación a la firma importadora. A fs. 23 obra constancia de notificación a la misma firma por cédula, en fecha 18/09/06, y a fs. 24 de la notificación por edictos, efectuada en fecha 27/04/06. A fs. 28 se declaró a la firma importadora en rebeldía. A fs. 29 no habiendo pruebas por producir se declaró la cuestión de puro derecho. A fs. 32/34 se emitió el dictamen jurídico N° 277/07 y finalmente, a fs. 35/37 se dictó el Fallo N° 446/07, apelado en autos.

V.- Que, ante todo, cabe señalar que la actora interpuso el recurso de autos en término. Lo dicho por cuanto, en las act. adm. no hay constancias de que se hubiera efectuado la notificación de la resolución apelada a la actora mediante cédula o carta certificada con aviso. Por otro lado, a fs. 42 de dichas act. adm. se dejaba constancia de que se procedía a notificar la resolución aquí en recurso "conforme las previsiones del art. 1013 inc. g) del C.A....", sin especificar a quien de los imputados ello se refería. Cabe destacar que, tanto a la importadora como a la actora, no correspondía notificarlas de tal modo, sino a su domicilio "constituido" (a la importadora-pese a la declaración de su rebeldía- en su domicilio "registrado" en el radio urbano de la aduana de Mendoza, conf.: art. 1002 del C.A., y a la actora en su domicilio constituido a fs. 13 de las act. adm., conf.: art. 1001 del C.A.). Sin embargo, teniendo en cuenta que conforme consta a fs. 38 de dichas actuaciones se expidió en fecha 27/11/07 una carta con aviso de recepción notificando la aludida resolución, corresponde razonablemente tener por notificada a la actora en la fecha que su apoderado indica a fs. 1 de autos (28/11/07), y en consecuencia, el recurso de autos, presentado ante la aduana de Mendoza el 20/12/07 (ver fs. 27 de autos), lo ha sido tempestivamente.

VII.- Que en primer lugar corresponde expedirse respecto de la nulidad que se pide del art. 1° de la resolución apelada por falta de motivación y causa, la cual, desde ya se adelanta, no puede prosperar. Conviene señalar, en ese sentido, que la resolución en recurso no carece de fundamentación, no sólo por el contenido de sus considerandos, sino también por la remisión al dictamen jurídico 277/2007 obrante a fs. 32/34 de los antecedentes administrativos. El hecho de que en el decisorio aduanero no se hubieran considerado algunos planteos de la actora, no lo torna arbitrario ni nulo, habida cuenta que los jueces no están obligados a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino sólo aquellos que estimen conducentes a la solución de la causa (C.S. Fallos 278:271, y muchos otros), posibilidad asimilable, sin desmedro del derecho de defensa, a la de los funcionarios con atribuciones de decidir controversias en procedimientos que respeten el debido proceso legal.

Que además, la actora cuenta en esta instancia con posibilidades prácticamente irrestrictas de ejercitar su derecho de defensa, y no se advierte el interés jurídico que debe servir de base al pedido de cualquier nulidad, máxime cuando que en autos, los agravios de fondo de la actora, encuentran cabida y debida consideración a través del recurso de apelación. En consecuencia, la invocación y pedido de nulidad contenido en el recurso, debe ser rechazada.

VIII.- Que, en cuanto al fondo de la cuestión, se debe determinar si la despachante de aduana Sra. Alejandra Marcela Holgado, resulta responsable de la infracción prevista y penada por el artículo 954, ap. 1, incs. a) y c) del Código Aduanero, respecto de la operación documentada por la destinación Nº .

Que la referida norma que en su apartado 1 textualmente reza: "1. El que, para cumplir cualquiera de las operaciones o destinaciones de importación o de exportación, efectuare ante el servicio aduanero una declaración que difiera con lo que resultare de la comprobación y que, en caso de pasar inadvertida, produjere o hubiere podido producir: a) un perjuicio fiscal, será sancionado con una multa de UNO (1) a CINCO (5) veces el importe de dicho perjuicio; ..c) el ingreso o el egreso desde o hacia el exterior de un importe pagado o por pagar distinto del que efectivamente correspondiere, será sancionado con una multa de UNO (1) a CINCO (5) veces el importe de la diferencia".

Que para determinar la responsabilidad infraccional de la actora, corresponde en primer lugar dilucidar la procedencia o improcedencia del ajuste de valor efectuado por la aduana, por cuanto de ella derivarán, si ha existido la declaración inexacta imputada, el eventual perjuicio fiscal y la diferencia de valor, previstos en los incs. a) y c), ap. 1, del art. 954 del C.A.

Que tal como se reseñara en el considerando IV de la presente, mediante el DI ., oficializado el 2.09.97, la importadora Central Importaciones S.A. documentó la importación para consumo de mercadería originaria de China, Hong Kong (británico), Thailandia, Taiwan e Indonesia, y procedente de Chile (Zona Franca de Iquique). Los ítem 41, 44 y 72, fueron objeto de ajuste de valor al estimarse que, como consecuencia del estudio de valor que se realizó sobre la mercadería, los precios documentados no concordaban con los usuales del mercado, apareciendo como anormalmente disminuidos, con sustento en los antecedentes de mercadería idéntica o similar comparable importada mediante las destinaciones que se indicaron en el informe obrante a fs. 3/4 de las act. adm. y cuyo resultado se resumió en la planilla obrante a fs. 5 del expte. adm.. Se alertó, en atención a la diferencia considerable entre los precios declarados y los de los antecedentes, sobre la presunta existencia de una "maniobra de subfacturación", por lo que se instruyó con posterioridad el sumario por infracción al art. 954 del C.A., por el cual finalmente se condenó a la aquí actora.

Que la valoración en aduana de mercaderías importadas debe realizarse de conformidad con lo dispuesto por el Acuerdo Relativo a la Aplicación del Artículo VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y de Comercio (GATT) de 1994 del que nuestro país es parte, conforme lo establece la ley 24.425 (B.O. 05/01/95), que establece que el valor de transacción es la primera base para la determinación del valor en aduana, ello es, el precio realmente pagado o por pagar por las mercancías cuando éstas se venden para su exportación al país de importación (arts. 1, 8 y 15 del Acuerdo y sus notas interpretativas).

Que el sistema de valoración allí aprobado se basa en un criterio principal, contenido en el art. 1º y cuatro criterios secundarios, que deben aplicarse, en principio, sucesivamente en el mismo orden en que se los enumera (con la salvedad de la posibilidad de invertir el orden de aplicación prevista con relación a los arts. 5º y 6º).

Que, en consecuencia, el "valor en aduana de las mercaderías importadas", tal como se define en el art. 1º, será el "valor de transacción" y constituye la primera base para la determinación del valor en aduana, considerado en conjunción con lo previsto en el artículo 8º -ajustes del precio pagado o por pagar- y recién cuando no pueda determinarse dicho valor en virtud del método previsto en el art. 1º se podrá recurrir a las otras bases de valoración previstas en forma sucesiva y excluyente en los artículos siguientes.

Que en el caso que nos ocupa, la División Fiscalización y Valoración de la Aduana de Mendoza, en consideración con el análisis practicado sobre el valor documentado en los ítem del despacho referidlos, entendió que existían motivos para dudar de su exactitud y/o veracidad en los términos previstos en el art. 17 del Acuerdo del GATT y en base a los antecedentes informados a fs. 3/4 de los ant. adm., rechazó el valor de transacción como primer método de valoración de la mercadería en trato y propuso los valores ajustados que da cuenta la planilla de fs. 5 de las act. adm.

Que el rechazo del valor de transacción contemplado en el criterio principal, no se debió a la concurrencia de alguna de las circunstancias previstas en el art. 1º, párrafo primero del Acuerdo, ni a que de la investigación de valor surgiera la existencia de alguno de los elementos enunciados en el art. 8 de la norma, susceptibles de producir un ajuste del precio realmente pagado o por pagar, sino que se ha fundado exclusivamente en que aquél resulta inferior respecto del valor de transacción de mercancías idénticas o similares vendidas para la exportación al mismo país de importación y exportadas en el mismo momento que las mercancías objeto de valoración, o en un momento aproximado, arts. 2º y 3°, párrafo 1 a) del Acuerdo citado.

Que el Comité Técnico, a través de la opinión consultiva 2.1, sostiene el criterio de que "el mero hecho de que un precio sea inferior a los precios corrientes de mercado de productos idénticos, no es razón suficiente para rechazarlo, a efectos del artículo 1, sin perjuicio, desde luego, de lo dispuesto en el artículo 17 del Acuerdo", norma esta última que expresamente dispone: "Ninguna de las disposiciones del presente acuerdo podrá interpretarse en un sentido que restrinja o ponga en duda el derecho de las Administraciones de Aduanas de comprobar la veracidad o la exactitud de toda información, documento o declaración presentadas a efectos de la valoración en aduana".

Que se deduce de lo expuesto que las normas del Acuerdo determinan, en consecuencia, que si la diferencia de precio se debe a que se ha incumplido alguna de las condiciones del artículo 1, no será aplicable el método del valor de transacción y si el motivo de la diferencia reside en que no se ha incluido en el precio pagado o por pagar alguno de los elementos que enumera el art. 8, la Aduana deberá efectuar un ajuste para tener en cuenta la diferencia de precio. Si la diferencia se debe a cualquier otro motivo distinto de aquellos, el precio, en principio, será aceptable como valor de transacción, aunque sea inferior a los precios corrientes de mercado para artículos idénticos. Para poder rechazarse el precio por "otros motivos" -ésta sí es la situación bajo examen-, es necesario que la Aduana determine la falta de veracidad o exactitud de las informaciones, documentos o declaraciones que se hayan presentado y recién en este supuesto se legitima la utilización de un método distinto al del art. 1 del Acuerdo.

Que, en ese orden de ideas, la Resolución -ex ANA- nº 986/97 (B.O. 02/04/97), vigente a la fecha que nos ocupa aunque derogada en la actualidad, regulaba en su Anexo V lo atinente a la "Determinación de la base de valoración en el caso de existir motivos para dudar de la veracidad o exactitud del valor declarado", es decir, el procedimiento a seguir, a los fines del control de la valoración, en el marco de lo previsto en el Artículo 17 del Acuerdo. En tal sentido, se preveía, entre otras medidas, el pedido al importador de explicación complementaria que haga a la probanza de la veracidad de los valores declarados y colaboración en el suministro de catálogos, folletos, listas de precios, literatura técnico-comercial, etc.

Que en el caso de autos, el servicio aduanero no siguió estrictamente el procedimiento establecido en la resolución citada, ya que no hay constancias de que se haya efectuado la citación reglada a la firma importadora. Sin embargo, ello no impidió a dicha parte ejercer su debido derecho de defensa, por cuanto, debe entenderse, principio de informalismo mediante, y en atención al procedimiento reglado para las infracciones que se llevó a cabo en sede aduanera, que ese procedimiento suplió a aquel específico de valoración.

Que en efecto, en oportunidad de la corrida de vista de la instrucción de sumario, el servicio aduanero citó a la importadora y a la despachante de aduana, aquí actora, para que aportaran las pruebas y dieran las debidas explicaciones de la veracidad de los valores declarados. La despachante de aduana se presentó a fs. 13 y vta. y afirmó haber cumplido con las instrucciones dadas por su mandante y haberse ajustado a la documentación comercial que éste le aportara. En cuanto a la firma importadora, ante el resultado negativo de la notificación de la cédula diligenciada a su domicilio constituido, fue notificada por edicto publicado en el boletín oficial (ver constancia de fs. 24 ant. adm.), y ante su incomparecencia, fue declarada rebelde a fs. 28 ant. adm.. De lo expuesto resulta que ninguna de las partes involucradas en el sumario dio explicación alguna acerca de los precios documentados, ni aportó documentación que los acreditara, de lo que se sigue, que la resolución dictada por el juez aduanero en dicho procedimiento, y aquí apelada, es la confirmación de la desestimación aduanera de los valores documentados que resultó como consecuencia de un procedimiento en el cual los interesados tuvieron la posibilidad de aportar los elementos de juicio y/o explicaciones complementarias que permitieran arribar a un valor que reflejara el precio real, es decir justificar el valor de transacción documentado, antes que la Aduana adoptara la decisión de rechazar el valor declarado.

Que, puede concluirse que la actora no sólo tuvo conocimiento de los fundamentos que habían propiciado el ajuste o recomposición de valor, sino además la oportunidad de rebatirlos, al contestar la vista corrida en los términos del art. 1101 del C.A., defensa que no ejerció en sede aduanera, ya que la misma versó sobre su alegada falta de responsabilidad por cumplimiento de los deberes a su cargo.

IX.- Que, aclarado lo anterior, corresponde determinar si los antecedentes considerados por la aduana resultan suficientes, a la luz del procedimiento de valoración previsto en el Acuerdo del GATT, para desestimar el valor declarado.

Que la imposibilidad de desestimar directamente el precio de transacción sobre la base de antecedentes, no implica que deba aceptarse sin más, como base de valoración, al precio facturado y/o declarado valor de transacción cuando éste sea considerablemente inferior a precios o a valores de "antecedentes", o a los precios corrientes o bien a la cotización internacional de la mercadería, pues, en suma, ese precio inferior, es el que inicial y razonablemente podría estimarse como vil, absurdo, irrisorio, poco creíble o -al menos- como sospechoso en su veracidad, y por ello en principio abiertamente contradictorio o incompatible con los principios y disposiciones generales del Acuerdo, que podrían sintetizarse en la finalidad de un sistema "equitativo" de valoración con exclusión de valores arbitrarios o ficticios, es decir, alejados de la realidad del mercado de libre competencia, salvo, en tal supuesto, que el importador pudiera justificar debida y adecuadamente las razones de mercado o de otra índole valedera que hubieran podido lícita y razonablemente motivar el apartamiento (del precio pactado) de aquellos precios corrientes o de antecedentes; de forma tal que si tal justificación no se diera y/o igualmente subsistieran "dudas razonables sobre la veracidad o exactitud" del precio facturado, podrá desestimarse el valor declarado con arreglo al art. 1° del Acuerdo (conf. Sala "G", in re: "GABENARA, ALBERTO CESAR", expediente n° 7756-A, sentencia del 24-6-97, Sala "F" in re: "KREVISKY IMPORT S.R.L., expediente nº 10.318-A, sentencia de fecha 18/05/01, entre otros).

Que como se señalara, el servicio aduanero desestimó los valores declarados en los ítem 47, 44 y 72 del despacho aquí involucrado, en base a antecedentes que resultan de las operaciones indicadas en el informe obrante a fs. 3/4 de los ant. adm. En relación al ítem 41, por el cual se documentó la importación de una partida de 170 máquinas de coser domésticas, Marca Butterfly, Modelo: YG-88 Tipo: Eléctrica, por un valor FOB unitario de u$s 6,90, se estimó que ese precio resultaba anormalmente disminuido frente al declarado en relación a mercadería considerada idéntica a los fines comparables (igual marca, modelo, y tipo), importada mediante la destinación ., por la que se declaró un valor de u$s 25 para cada unidad. La misma destinación se utilizó como antecedente para comparar el precio declarado en el ítem 72, correspondiente a una partida de 200 relojes eléctricos, en donde sobre un precio de u$s 0,30 por unidad, se consideró el precio declarado en el antecedente, igual a u$s 0.87 por unidad. En relación a la mercadería documentada en el ítem 44, correspondiente a una partida de 150 docenas de baterías de pila desechables, Marca Vinnic, 1.5v, Modelo UM4, el valor por docena declarado, igual a u$s 0,20, apareció como anormalmente reducido con respecto al documentado en la destinación ., en la cual se declaró para pilas similares, de igual modelo (UM3/UM4), un valor por docena de u$s 0,84.

Que la aquí recurrente, ofreció como prueba en esta instancia la agregación del despacho de importación N° ., registrado ante la aduana de Mendoza en fecha 18.6.97, para demostrar que el precio de mercadería similar importada por otro importador en un momento aproximado, se asemejaba al declarado para las mercaderías aquí involucradas. Dicho antecedente fue agregado en copia a fs. 79/192.

Que, desde ya se adelanta, la documentación agregada en autos a pedido de la actora, no invalida los antecedentes merituados por la aduana. Por el contrario, y en relación a la partida de máquinas de coser documentadas en el ítem 41, puede observarse que en el ítem 36 del DI ., se documentó la importación de una partida de 20 unidades de máquinas de coser de idénticas carácterísticas (marca, modelo, tipo, origen y procedencia) a un precio unitario de u$s 24,80, similar al ajustado por la aduana, y por el contrario muy superior al declarado por el importador en el despacho que aquí nos ocupa.

Que puede concluirse, que en relación a la mercadería documentada en el ítem 41, la firma importadora y la aquí actora, no han desvirtuado la desestimación del precio declarado que efectuó el servicio aduanero en base a mercadería idéntica a los fines comparables, aspecto este último que resulta de los datos que se encuentran agregados en las actuaciones administrativas. Cabe aclarar, que si bien en autos no obran agregados los despachos de importación en base a los cuales el servicio aduanero ajustó el valor declarado, los datos incorporados al informe obrante a fs. 3/4 de los ant. adm. resultan suficientes para realizar esta afirmación en relación a la mercadería documentada en el ítem 41.

Que cabe aclarar que las planillas NOSIS que se encuentran dentro del sobre contenedor del despacho no fueron las utilizadas por la aduana como antecedentes de valor, ya que las mismas se refieren a operaciones de importación distintas de las indicadas en el informe de fs. 3/4 ya referido -en base al cual la aduana desestimó el valor declarado por la firma importadora-, y por ello deben rechazarse los agravios de la actora en el sentido de que dichos antecedentes NOSIS no se refieren a mercadería similar a la involucrada en autos.

Que distinta es la situación que presenta la mercadería documentada en los ítem 44 y 72, por los cuales se documentó una partida de 150 docenas de baterías de pila y una partida de 200 relojes eléctricos, respectivamente, por cuanto si bien el precio declarado para esos artículos resulta muy bajo, tanto que podría llegar a considerarse irrisorio, lo cierto es que los datos que resultan del informe producido a fs. 3/4 de los ant. adm. resultan insuficientes para considerar a los antecedentes allí indicados como de mercadería similar comparable en los términos del Acuerdo de Valor. En efecto, el tipo de mercadería de que se trata, presenta en el mercado precios muy disímiles, estando ello ligado a la calidad del producto, lo que torna a su valor relativo e imposible de comparar, a no ser que se trate prácticamente del mismo producto. Los datos contenidos en el informe no permiten determinar si se trata de mercadería del mismo modelo o marca que la documentada en los ítem del despacho involucrado, y en consecuencia el valor atribuido por el servicio aduanero aparece como incierto y por lo tanto, insuficiente para rechazar el valor de transacción como método de valoración.

Que de lo hasta aquí expuesto, corresponde aceptar la desestimación del valor declarado y la fijación del nuevo valor adoptado por la aduana para el ítem 41, y rechazar el ajuste de valor efectuado por la aduana en relación a los ítem 44 y 72 del despacho involucrado.

X.- Que determinada la procedencia del ajuste de valor en relación a la mercadería documentada en el ítem 41, corresponde a continuación determinar si se ha configurado a su respecto la infracción prevista en los incs. a) y c), ap. 1, del art. 954 del C.A.

Que, el servicio aduanero ha demostrado que la inexactitud de la declaración contenida en el despacho involucrado, en tanto dicha declaración ha diferido con el resultado de la comprobación, ha provocado consecuentemente los efectos previstos en los incisos a) y c), ap. 1, del art. 954 del C.A.

Que en efecto, la desestimación del precio declarado por el importador, no ha quedado en una mera desestimación, sino que ha implicado asimismo la comprobación del servicio aduanero de que el precio real de la mercadería, con fundamentos más que aceptables, es superior al declarado. Como consecuencia de ello se ha comprobado asimismo que el importe pagado o por pagar resulta distinto del que efectivamente hubiera correspondido en los términos del inciso c), ap. 1, del art. 954 del C.A..

Que precisamente en lo expuesto, consiste la infracción de "declaración inexacta y otras diferencias injustificadas" que preve el Capítulo Séptimo, del Título II, de la Sección XII del Código Aduanero, y que resulta descripta en el art. 954 del mismo. En la exposición de motivos del Código Aduanero se recuerda que se "suprime la calificación de "falsa" que contiene el tipo vigente y "reemplaza esa expresión por la de "declaración inexacta" que es más acorde con el carácter de las infracciones aduaneras." Que a juicio del suscripto, pueden existir "declaraciones erróneas o inexactas" del precio o valor de una mercadería, que no necesariamente deban requerir para su existencia la presencia adicional de una falsedad ideológica de un documento o su falsificación material. Es así que los precios absurdos, viles, irrisorios o poco creíbles y no razonablemente explicados, pueden llegar a configurar, cuando el servicio aduanero demuestre el valor real de la mercadería, un supuesto de declaración errónea o diferencia no justificada punible.

Que, en mi opinión, tal como se encuentra redactado el art. 954 del C. A., y por tanto "tipificada" la infracción de declaración inexacta, no se requiere para su configuración la demostración de la "falsedad" del precio declarado, o de la factura que lo contiene, para configurar la infracción. Sólo se requiere para su configuración que lo que "resultare de la comprobación" o verificación demuestre que dicho precio no se compadece con el valor real de la mercadería, a través de los distintos métodos en que ello es posible, y que dicha demostración resulte conclusiva, sin que produzca derivaciones dudosas o no convincentes.

XI.- Que, como consecuencia de lo expuesto considero que la infracción imputada se encuentra configurada en relación a la mercadería declarada en el ítem 41 del despacho. No obstante ello, se debe determinar si es procedente o no la imputación de responsabilidad solidaria al despachante de aduana, en relación a la infracción y a la pena de multa aplicable.

Que en la resolución recurrida se le imputa a la despachante de aduana la infracción prevista en el art. 954 del Código Aduanero con el fundamento siguiente: "...Limitándose el despachante a invocar el cumplimiento de instrucciones dadas por el importador y no habiendo acreditado el cumplimiento de las obligaciones a su cargo, desde que, en el caso, debió advertir por las declaraciones del exportador que constan en las facturas, que el precio que documentaba no era el verdadero valor de transacción, se configura la infracción tipificada en el art. 954 del C.A., inc. a) y c)....(cft. Fallo en autos "Unisel S.A.", de fecha 17.05.04, Sala "F-9968"")." , remitiéndose dicho decisorio al dictamen producido a fs. 32/34 de las act. adm. en cuanto a su responsabilidad al entender que "...toda vez que su proceder a la luz de los elementos de juicio colectados, se aparta de las obligaciones que correspondía cumplir en su carácter de despachante, en los términos de los arts. 902 y 908 del C.A., aún cuando manifieste en su defensa haber documentado en base a la documentación suministrada por el importador y cumplido con las obligaciones a su cargo....debió advertir que los precios que documentaba no respondían al verdadero valor de transacción, considerando la naturaleza de la mercadería importada y la notable diferencia de valor observada...". Se refiere asimismo a la jurisprudencia del Tribunal Oral en lo Penal Económico Nº 1 in re "Siquier, Enrique F. s/contrabando" del 03/12/96.

Que en este último aspecto, cabe señalar que la jurisprudencia acerca de la causal de exculpación del art. 908 del C.A. (el despachante no es responsable de la infracción cuando acredite haber cumplido con las obligaciones a su cargo) es conteste, en principio, en que esa causal se da cuando el despachante se ajusta -en la declaración- a las instrucciones de su comitente (en el caso, el importador), y que ello es así cuando la declaración se ajusta a los datos de la documentación complementaria del despacho (en el caso, cuando se ajusta a los precios de la respectiva factura comercial).

A pesar de ello, y teniendo en cuenta el precedente dictado por la Sala G in re "Holgado, Alejandra Marcela", de fecha 29 de Junio de 2007 (voto del Dr. Sarli y en el cual intervine), debe señalarse que en el caso de autos, aunque puede verse, que el precio (FOB) documentado y/o declarado en el despacho (para el ítem 41) es exactamente el precio (FOB) consignado en la factura adjuntada al despacho (por lo que en un primer y provisorio enfoque correspondería aplicar la aludida causal de exculpación más arriba señalada) la solución debe ser distinta. En el presente caso en el que como se vio, la diferencia de precio es de gran significación en su porcentaje, pese a la existencia previa de valores referenciales, entiendo y coincido plenamente con el criterio expresado en el fallo apelado (y en el dictamen jurídico que lo precedió, con cita jurisprudencial del TPO en lo Penal Económico Nº 1), en el sentido de que el despachante de aduana que documentó el despacho de autos, como "auxiliar" del servicio aduanero -que efectivamente debe serlo- y por sus debidos conocimientos técnicos, debiendo contar con un mínimo conocimiento de su parte sobre valores promedio "adecuados" para el tipo de mercaderías del que aquí se trata, no podía -razonablemente- desconocer o inadvertir que en el caso estaba documentando valores considerable y notoriamente bajos al respecto, con relación a los precios de mercado, por lo que su "diligencia", o debido cumplimiento de sus obligaciones, en este caso, no era una simple cuestión de documentar los valores consignados en la factura proporcionada por la importadora, sino, como mínimo (si es que no aconsejaba documentar con ajustes) debió exigir una ratificación expresa y fundamentada de dicha importadora para su agregación al despacho, a efectos de que la Aduana tomara conocimiento.

Que por lo expuesto, entiendo que corresponde confirmar, en el caso, la sanción impuesta a la actora en el fallo apelado en relación a la mercadería declarada en el ítem 41.

XII.- Que en atención a la forma en que se resuelve, corresponde determinar el importe de la multa aplicable, la que debe ser reducida de conformidad con los resultados que aquí se alcanzan. Conforme el aforo practicado a fs. 5 de las act. adm. la base de la multa que corresponde en relación a la mercadería documentada en el ítem 41 asciende al importe de $ 3.077.

Que por todo lo expuesto voto por:

1- Confirmar parcialmente -en cuanto fue objeto del recurso de autos- la Resolución-Fallo Nº 446/07 del Jefe de División Aduana de Mendoza, dictada en el expte. SC38 Nº 489/02 de dicha aduana, confirmándola en cuanto a la sanción impuesta a la actora por la infracción imputada, declarando que la multa impuesta asciende al importe de TRES MIL SETENTA Y SIETE PESOS ($ 3.077.-)

2.- Imponer las costas conforme los respectivos vencimientos, que se determinan en un 93% a cargo de la actora y un 7% a cargo de la demandada.

3.- Regular los honorarios de la representación fiscal, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 1163 del C.A. y 6, 7, 8, 9, 37 y 38 de la ley 21.839, modificada por la ley 24.432, en la suma de . pesos ($ .). Dicha suma deberá ser soportada en un .% ($ .) por la actora y un .% ($ .) por la demandada, con ajuste a la distribución de costas que se dispone en el punto 2 de la presente.

4.- Regular los honorarios del Dr. Fernando Daniel Seleme, por su actuación en el doble carácter de letrado apoderado de la actora, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 1163 del C.A. y 6, 7, 8, 9, 37 y 38 de la ley 21.839, modificada por la ley 24.432, en la suma de . pesos ($ .), suma que no incluye IVA. Los honorarios del letrado de la parte actora deberán ser soportados en un .% ($ .) por la actora y un .% ($ .) por la demandada, con ajuste a la distribución de costas que se dispone en el punto 2 de la presente.

El Dr. Basaldúa dijo: Que adhiero al voto del Dr. Krause Murguiondo.

Que de conformidad con el acuerdo que antecede,

SE RESUELVE: 1- Confirmar parcialmente -en cuanto fue objeto del recurso de autos- la Resolución-Fallo Nº 446/07 del Jefe de División Aduana de Mendoza, dictada en el expte. SC38 Nº 489/02 de dicha aduana, confirmándola en cuanto a la sanción impuesta a la actora por la infracción imputada, declarando que la multa impuesta asciende al importe de TRES MIL SETENTA Y SIETE PESOS ($ 3.077.-)

2.- Imponer las costas conforme los respectivos vencimientos, que se determinan en un 93% a cargo de la actora y un 7% a cargo de la demandada.

3.- Regular los honorarios de la representación fiscal, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 1163 del C.A. y 6, 7, 8, 9, 37 y 38 de la ley 21.839, modificada por la ley 24.432, en la suma de . pesos ($ .). Dicha suma deberá ser soportada en un .% ($ .) por la actora y un .% ($ .) por la demandada, con ajuste a la distribución de costas que se dispone en el punto 2 de la presente.

4.- Regular los honorarios del Dr. Fernando Daniel Seleme, por su actuación en el doble carácter de letrado apoderado de la actora, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 1163 del C.A. y 6, 7, 8, 9, 37 y 38 de la ley 21.839, modificada por la ley 24.432, en la suma de . pesos ($ .), suma que no incluye IVA. Los honorarios del letrado de la parte actora deberán ser soportados en un .% ($ .) por la actora y un .% ($ .) por la demandada, con ajuste a la distribución de costas que se dispone en el punto 2 de la presente.

Regístrese y notifíquese. Oportunamente, devuélvanse las actuaciones administrativas a su lugar de origen y archívese.
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